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REVISIÓN 
ADMINISTRATIVA 

procedente de la 
Junta de Personal de 

la Rama Judicial 
 

Caso Núm. 
Q-16-11   

 
SOBRE: 

Ausencia sin 

autorización y carta 
de amonestación 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Juez Colom García y la Juez Cortés González        

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez ponente   

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La Directora Administrativa de los Tribunales (Directora 

Administrativa) recurre de una determinación de la Junta de 

Personal de la Rama Judicial (Junta de Personal).  Mediante la 

referida determinación, la Junta de Personal declaró no ha lugar 

a una moción de desestimación presentada por la Directora 

Administrativa en un caso ante su consideración. 

I 

 La Directora Administrativa de los Tribunales le notificó, 

mediante comunicación del 26 de febrero de 2016, al Alguacil 

Luis Velázquez Morales, su determinación de imponerle una 

medida disciplinaria que consistía en una amonestación por 

escrito, con copia al expediente de personal, y calificar su 

ausencia del 14 de noviembre de 2011, como una ausencia sin 

autorización, con el correspondiente descuento de salario.  No 

conforme con tal determinación, el Alguacil Velázquez Morales 



 
 

 
KLRA201600749 

 

2 

presentó una querella, por derecho propio, ante la Junta de 

Personal de la Rama Judicial. 

 La Directora Administrativa presentó una Moción de 

Desestimación ante la Junta de Personal adujo que el señor 

Velázquez depositó su querella en el correo postal cuatro días 

después de transcurrido el término reglamentario.  Por su parte, 

el Alguacil Velázquez Morales se opuso.  Además, en 

cumplimiento con una orden emitida por la Junta de Personal, la 

Directora Administrativa se expresó sobre la jurisdicción de la 

Junta de Personal para acoger la presente querella. 

Evaluada la moción presentada por la Directora 

Administrativa, la Junta de Personal emitió la correspondiente 

Resolución, el 21 de junio de 2016.  Declaró no ha lugar a la 

Moción de Desestimación presentada, acogió la querella y ordenó 

la continuación de los procedimientos.   

Inconforme con tal determinación, acude la Directora 

Administrativa de los Tribunales y solicita, mediante recurso de 

revisión, la revocación de la determinación de la Junta de 

Personal.  Aduce que erró la Junta de Personal al: 

[…] [C]concluir que el apercibimiento que hizo la 

Autoridad Nominadora al empleado sobre su derecho 
a revisar la imposición de la medida disciplinaria fue 

defectuoso al no incluir la dirección física o postal de 
dicho Organismo Administrativo.  La decisión de la 

Junta de Personal tiene el efecto de inculcar 
requisitos adicionales no contemplados en la 

reglamentación de la Rama Judicial. 

[…] [A]sumir jurisdicción para intervenir en los 
méritos del caso, a pesar de que la querella fue 

presentada por el empleado fuera del término 
jurisdiccional de quince(15) días que establece el 

Reglamento de la Junta de Personal.  
 

II 

La Asamblea Legislativa de Puerto Rico aprobó la Ley de 

Personal de la Rama Judicial, Ley Núm. 64 de 31 de mayo de 

1973, según enmendada, 4 L.P.R.A. sec. 521 et seq. (Ley de 
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Personal); que facultó al Tribunal Supremo a adoptar las reglas 

que gobiernan a la Administración de Personal de la Rama 

Judicial, 4 L.P.R.A. sec. 521.  La sección 524 (b) de la Ley de 

Personal, supra, 4 L.P.R.A. sec. 524, creó la Junta de Personal 

de la Rama Judicial y dispuso las facultades de la Junta así como 

el término que tiene el empleado para apelar de la 

determinación ante la Junta de Personal.  A estos efectos la 

referida sección establece:  

Esta Junta tendrá facultad para revisar las 
determinaciones tomadas por el poder nominador, 

como medidas disciplinarias, destituciones y toda 
clase de acción de personal en aquellos casos de 

empleados y funcionarios a los que las reglas le 
concedan tal derecho. Dentro de quince (15) días, a 

partir de la fecha de la notificación de la acción de 
personal, de la medida disciplinaria o destitución 

mediante la formulación de cargos, el empleado o 
funcionario puede apelar esta determinación ante 

esta Junta. […]. 
4 L.P.R.A. sec. 524. 

En lo relacionado a la revisión judicial de las 

determinaciones de la Junta de Personal de la Rama Judicial, 

nuestro Tribunal Supremo reconoció en Rivera Colón v. Director 

Administrativo de Tribunales, 144 DPR 808, 822 (1998), que las 

determinaciones de la Junta de Personal son similares a las que 

toman las agencias administrativas, por lo que este tipo de caso 

se debe regir por un procedimiento similar al de la revisión 

judicial de las determinaciones administrativas establecido en la 

Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), Ley Núm. 

170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, 3 L.P.R.A. sec. 

2101 et seq. Id.  Ello aun cuando la LPAU y las doctrinas del 

derecho administrativo no aplican directamente a la Rama 

Judicial.  Rivera Colón v. Director Administrativo de los 

Tribunales, supra. Así el Tribunal Supremo reconoció que 

“conforme a la norma jurisprudencial prevaleciente, lo más 
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sensato y procedente resulta ser que casos como el de autos se 

rijan por un procedimiento similar al de la revisión judicial de 

determinaciones administrativas.” Rivera Colón v. Director 

Administrativo de los Tribunales, supra, pág. 822. 

A estos efectos, la Ley de la Judicatura, 4 L.P.R.A. sec. 

24y, inciso c dispone que el Tribunal de Apelaciones podrá 

revisar, mediante el recurso de revisión judicial, las decisiones, 

órdenes y resoluciones finales de organismos o agencias 

administrativas.  Conforme con tal análisis, la Sección 4.6 de la 

LPAU, 3 L.P.R.A. sec. 2176, establece que “[e]l Tribunal de 

Apelaciones revisará como cuestión de derecho las decisiones, 

órdenes y resoluciones finales de organismos o agencias 

administrativas. […] El procedimiento a seguir para los recursos 

de revisión será de acuerdo con lo establecido en el Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones aprobado por el Tribunal Supremo”.  

Además, nuestro Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

establece, en su Parte VII, lo correspondiente a la revisión de las 

decisiones administrativas y reconoce la revisión de las 

determinaciones finales de las agencias administrativas.  A estos 

efectos, explica que esta parte del Reglamento gobernará el 

trámite de las revisiones de todos los recursos presentados ante 

el Tribunal de Apelaciones, para la revisión de las decisiones, 

reglamentos, órdenes, resoluciones y providencias finales 

dictadas por organismos o agencias administrativas o por sus 

funcionarios(as). Véase, Regla 56 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B.  Nuestro ordenamiento 

jurídico ha establecido que para que una orden o resolución sea 

considerada final, se requiere que ponga fin al caso ante la 

agencia y que tenga efectos sustanciales sobre las partes. 
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Comisionado de Seguros v. Universal Insurance, 167 DPR 21 

(2006).  

En síntesis, una orden o resolución final es aquella emitida 

por la última autoridad decisoria o adjudicativa de la agencia 

administrativa. Bird Construction Corp. v. AEE, 152 D.P.R 928 

(2000).  Para que una orden o resolución sea final tiene que 

resolver todas las controversias y no puede dejar pendiente una 

para ser decidida en el futuro. J. Exam. Tec. Med. v. Elías, 144 

DPR 483 (1997).  Es decir,  para que una orden o resolución 

administrativa sea revisable judicialmente tiene que cumplir con 

los siguientes requisitos: (1) que la resolución que se pretenda 

revisar sea final y no interlocutoria;  y (2) que la parte 

adversamente afectada por la orden haya agotado los remedios 

provistos por la agencia. Dpto. Educ. v. Sindicato 

Puertorriqueño, 168 DPR 527 (2006); J. Exam. Tec. Med. v. 

Elías, supra.  De esta forma se evita una intromisión indebida y a 

destiempo en el trámite administrativo por parte de los 

tribunales. Comisionado Seguros v. Universal., 167 DPR 21 

(2006). 

Con relación a la exigencia de que el Tribunal de 

Apelaciones sólo podrá revisar aquellas órdenes o resoluciones 

finales de una agencia, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

resuelto que, aun cuando dicho requisito es diferente al de la 

doctrina de agotamiento de remedios1, ambas doctrinas tienen 

un alcance análogo y que, de ordinario, ambas gozan de las 

mismas excepciones.  Procuradora Paciente v. MCS, supra, pág. 

491.  A estos efectos, el Tribunal Supremo ha explicado que: 

                                                 
1
 La doctrina de agotamiento de remedios administrativos es una norma de autolimitación judicial 

de carácter fundamentalmente práctico; en la que, “los tribunales discrecionalmente se abstienen 

de revisar una actuación de una agencia hasta tanto la persona afectada agota todos los remedios 

administrativos disponibles, de forma tal que la decisión administrativa refleje la posición final de 

la entidad estatal”. Guadalupe v. Saldaña, Pres. U.P.R., 133 DPR 42, 49 (1993); Procuradora 

Paciente v. MCS, 163 DPR 21 (2004).   
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“[a]mbas doctrinas permiten que los tribunales 

discrecionalmente se abstengan de revisar una actuación de una 

agencia gubernamental hasta tanto la agencia haya tenido la 

oportunidad de considerar todos los aspectos de la controversia 

y su decisión refleje la posición final de la persona o la junta que 

dirija la entidad estatal”.  Procuradora Paciente v. MCS, supra, 

pág. 491; Rivera v. E.L.A., 121 DPR 582, 593 (1988).  

Entre las excepciones reconocidas, y en lo pertinente al 

caso que tenemos ante nuestra consideración, “el tribunal puede 

prescindir del trámite administrativo cuando se impugne la 

jurisdicción del foro administrativo y de las alegaciones se 

desprende claramente que la agencia no tiene jurisdicción. 

Dicha doctrina parte de la premisa que si la agencia no tiene 

jurisdicción, su actuación es ultra vires y es innecesario agotar 

los remedios provistos.”.  (Énfasis nuestro.) J. Exam. Tec. Med. 

v. Elías, supra.   

III 

 Por entender que en este caso la resolución de la cual se 

pretende recurrir no es final, sino una interlocutoria, y que no 

están presentes las excepciones que nos permiten preterir el 

trámite ante la Junta de Personal, desestimamos el presente 

recurso.  En el presente caso, la Directora Administrativa 

pretende que examinemos una resolución de la Junta de 

Personal en la que denegó una solicitud suya sobre 

desestimación de un caso sobre una querella por ausencia sin 

autorización y carta de amonestación.  La Junta de Personal 

resolvió que tiene jurisdicción para atender la querella.  La 

resolución que se pretende revisar no pone fin a la controversia 

planteada, no resuelve las controversias planteadas ante su 
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consideración. Por lo que entendemos que la misma es una de 

carácter interlocutorio en la cual no debemos intervenir. 

De otra parte, en este caso, no se encuentra ninguna de 

las excepciones que nos permita prescindir del trámite 

administrativo.  De una revisión de las alegaciones de la parte 

recurrente no se desprende claramente la falta de jurisdicción de 

parte de la Junta de Personal para atender el asunto ante su 

consideración.  La contención de la Directora Administrativa en 

cuanto a que procede la desestimación del caso, se fundamenta 

en que el término de quince días que tenía el querellante para 

presentar su reclamo ante la Junta de Personal es jurisdiccional, 

ello según lo establece el Reglamento2.  No obstante, la Junta de 

Personal sostuvo, que la ley habilitadora de la Junta no establece 

el carácter jurisdiccional de dicho término.  Conforme a la ley 

habilitadora -la ley que define y delimita la extensión o ámbito 

de una agencia3- de la Junta de Personal antes citada, cuando se 

refiere al término que tiene un empleado o funcionario para 

presentar la apelación ante la Junta, establece que el término 

será “dentro de quince (15) días, a partir de la fecha de 

notificación […]”. 4 L.P.R.A. sec. 524 (b).  La Ley no dispone que 

el término sea de carácter jurisdiccional; y es un principio de 

                                                 
2
 El Tribunal Supremo aprobó el Reglamento de la Junta de Personal de la Rama Judicial, 4 

L.P.R.A. Apéndice XIV, que, entre otros, regula el ejercicio de la revisión de la determinación 

administrativa y establece los requisitos que deben ser cumplidos por los empleados.   Art. VII del 

Reglamento, 4 L.P.R.A. Ap. XIV Art. VII.  A esos efectos, el Artículo VII dispone:   

(a) Los funcionarios y empleados de la Rama Judicial con derecho a apelar ante 

la Junta deberán presentar su escrito de apelación en la Secretaría dentro el 

término de quince (15) días, contados a partir de la fecha de notificación de la 

determinación tomada por la autoridad nominadora, o a partir de la fecha de 

expiración del período probatorio en los casos de cesantías cubiertos por el art. 

[(14.1)] del Reglamento para la Administración del Sistema de Personal de la 

Rama Judicial, Ap. XIII de este título. Dicho término se considerará de carácter 

jurisdiccional.  

(b) Se entenderá presentada en tiempo la apelación, si a la fecha en que la misma 

fuera recibida en la Secretaría o hubiere sido depositada en la oficina del 

servicio postal, según la indicación del matasellos, no hubiere expirado dicho 

término de quince (15) días. Toda apelación ante la Junta será hecha por escrito 

y llevará la firma del apelante o de su abogado. 
3
 Véase: Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 162 DPR 745 (2004).  Este caso además sostiene que 

un reglamento para implementar la ejecución de una ley puede complementarla, pero no puede 

estar en conflicto con ésta; el reglamento que esté en conflicto o en contra de la ley es nulo. 
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hermenéutica establecido que cuando el legislador ha querido 

que un término -para resolver un asunto- sea fatal o 

jurisdiccional, así lo establece expresamente en la ley.  Pueblo v. 

Mojica Cruz, 115 DPR 569, 575 (1984).  Ante tal escenario, de 

los documentos examinados y las alegaciones realizadas en el 

alegato no se desprende que la Junta de Personal claramente 

carezca de jurisdicción para atender el asunto.  Por lo que, 

entendemos que la resolución interlocutoria de la que se recurre 

no está comprendida dentro de las excepciones aplicables a este 

tipo de revisión judicial.  Estamos ante una determinación 

interlocutoria, cuya revisión no podemos atender. 

IV 

 Por lo antes expuesto, DESESTIMAMOS el presente recurso 

por falta de jurisdicción para atenderlo. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


